Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE (Doctor Ruben Correa Freitas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 4 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Relaciones 
Exteriores y al señor Subsecretario del Interior, quienes han concurrido acompañados por sus asesores. 


La finalidad de este encuentro es tratar el problema que se planteó en la sesión pasada con relación a los sucesos ocurridos en la 
línea fronteriza del Chuy. 


Entiendo que el señor Senador Garat tiene interés en hacer una pequeña introducción sobre el tema, por lo que le daríamos la 
palabra. 


SEÑOR GARAT.- Esta convocatoria se relaciona con la presencia en esta Sala de los comerciantes ambulantes del Chuy, 
oportunidad en la que plantearon que venían siendo perseguidos en su libertad de trabajo, acosados por la actitud policial y 
sometidos a Juez, por lo que deseamos que los representantes del Poder Ejecutivo nos informen a qué se debe esta situación, 
puesto que hemos tenido distintas interpretaciones al respecto. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Michelini, quien ocupa la Presidencia) 


En principio -no sé si los representantes de ambos Ministerios han leído la versión taquigráfica- la preocupación fundamental no es 
en cuanto al cumplimiento de lo que establecen los convenios internacionales -aunque también sería bueno que lo analizáramos- 
sino a lo que aparentemente pueden ser la libertad y los derechos de una persona dentro del territorio nacional. Esto es lo que 
queremos saber. Además, deseamos conocer en qué podría derivar y cuáles fueron los razonamientos empleados al adoptar las 
medidas que se han tomado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- He leído la versión taquigráfica de la sesión del día 24 de octubre, en la que 
se produce la comparecencia de dos de los vendedores ambulantes de la zona uruguaya del Chuy, y quisiera deslindar un poco los 
temas, porque en esta materia hay -tal como surge del propio intercambio en el seno de la Comisión- aspectos distintos. 


El primer tema se refiere al relacionamiento internacional, en este caso binacional Uruguay - Brasil, y en ese sentido, para 
contextualizar el asunto, tenemos que tratar de ver qué relación existe entre el Acuerdo Madre de Frontera del año 1933 y el 
decreto del Poder Ejecutivo que ha sido objeto de consideración en este mismo ámbito en ocasión de la visita antes referida. 


Quisiera detenerme en este aspecto, sin perjuicio de reconocer que hay otros incluidos en el intercambio mantenido en el seno de 
esta Comisión, pero que atañen al Ministerio del Interior. Como es notorio, me voy a referir sólo a los aspectos internacionales; esto 
no quiere decir que exista un divorcio absoluto de la realidad que permita fraccionarla por incisos pero, naturalmente, voy a poner 
especial acento en los temas que me conciernen directamente. 


Desde la creación de los Comité de Fronteras de Uruguay y Brasil, el tema de los vendedores ambulantes ubicados en el cantero 
central -el llamado "Corredor Internacional"- ha sido señalado como una preocupación de las autoridades fronterizas. Esto arranca 
en el año 1991 -o sea que esta instalación ya tiene más de 10 años- y durante los primeros tiempos realmente operaban como 
verdaderos ambulantes, con mesas, bolsos, carros con ruedas y, en algunos casos, se advertían instalaciones de "containers" 
proveedores de alimentos. 


Durante la primera Administración del actual Intendente, el doctor lrineu Riet Correa, se produjo el retiro de estas formas de 
instalación y, en lo que hace a los vendedores de alimentos, se les concedió un permiso municipal, ubicándose algunos de ellos en 
las calles laterales del Chuy y otros en locales arrendados por los propios vendedores. Sin embargo, a partir de 1995 comienzan a 
instalarse con construcciones, y aumentan progresivamente su número hasta el año 2000. 


El tema había sido presentado en forma reiterada por las autoridades brasileñas. Tengo en mi poder una relación bastante 
detallada de ello, pero voy a escoger aquello que, de alguna manera, marca etapas particularmente significativas. 


Antes de 1997 estos temas los manejaba, a nivel del Brasil, la Prefectura de Santa Vitoria do Palmar, pero luego de la 
autonomización del Chuí, pasaron a manos del Prefecto de ese municipio. Según actas y declaraciones de prensa que hemos 
leído, el señor Intendente del departamento de Rocha de la época -me refiero al año 1995- asumió el compromiso de reubicar a 
estos vendedores dentro de la ciudad del Chuy. En el año 2000, la Prefectura Municipal del Chuí procede al desalojo de los 
vendedores ambulantes brasileños ubicados del lado brasileño del Corredor, pero dentro de los diez metros interdictos. Como los 
señores Senadores saben, el Corredor tiene diez metros de cada lado que deben ser preservados, porque es la línea de frontera 
definida por el Tratado del año 1933. 


Ante la preocupación emergente de esta situación de desalojo de los vendedores ambulantes brasileños, que también afectó a los 
vendedores ambulantes uruguayos -en ese momento se planteó por primera vez el reclamo del Brasil de dejar libre la zona del 
cantero, basándose en el Estatuto Jurídico de Frontera de 1933- la Cancillería resolvió iniciar conversaciones con el Gobierno del 
Brasil, a fin de arribar a una solución equilibrada que tuviera en cuenta el aspecto internacional y también socio-laboral del asunto, 
que obviamente era de especial preocupación. 


En ese momento se integró una Comisión formada por representantes de las Cancillerías y de las Intendencias fronterizas, 
representantes de la Embajada del Brasil en el Uruguay y cónsules uruguayo y brasileño en el Chuy. En todas las reuniones - 
personalmente, tuve más de una con el Intendente Irineu Riet Correa- quedó de relieve que el Uruguay tenía un tema que resolver 


desde el punto de vista de su relación con el Brasil. Más allá de cualquier otra consideración, había un Tratado que estaba en vigor 
y que debíamos respetar; eso quedó como parte del consenso de todos los negociadores. 


En reiteradas oportunidades, yo mismo recibí a representantes de los vendedores, con quienes dialogamos largamente acerca de 
este tema, incluso con la participación de asesores letrados de la Intendencia Municipal de Rocha y del propio Intendente. En ese 
entonces, se pidió a las autoridades que buscaran algún tipo de acercamiento similar al que llevaron a cabo en la zona fronteriza 
los Intendentes de Rivera y de Santana do Livramento donde, como producto del entendimiento entre ambos Intendentes, se llevó 
a cabo una reubicación consensuada de los vendedores. Infortunadamente, en este caso no se dieron las condiciones para el 
acercamiento; son notorias y han sido motivo de publicaciones de prensa las diferencias entre Yoma y el Intendente Riet Correa. 


Reconociendo la existencia de ese problema, y precisamente por dicha situación, nosotros debimos continuar la negociación con 
las autoridades del Brasil, que reiteradamente nos ponían de relieve que todo estaba incambiado y que el cantero central no había 
sido desocupado. En varias oportunidades -estoy hablando de un proceso que duró prácticamente dos años- la Embajada del 
Brasil en Montevideo, de una manera no presionante o impropia pero sí interesada -en el lenguaje de las relaciones internacionales 
esta expresión asume quizás formas distintas- demostraba la preocupación del Brasil y su insistencia en que el tema se resolviera. 


Naturalmente -y es importante que la Comisión pueda visualizar este aspecto- también había un interés muy marcado por parte del 
Uruguay en cuanto a avanzar en nuestro proyecto de convenio o acuerdo con el Gobierno del Brasil sobre el permiso de residencia. 


Acerca de este tema, quiero decir algo que también se infiere del intercambio que hubo en la Comisión. Con el decreto del 14 de 
junio, nosotros no pretendimos solucionar el problema de la frontera con el Brasil, sino resolver un tema muy específico, que de 
algún modo estaba afectando nuestro trato cotidiano con las autoridades brasileñas. En el ínterin, a nivel de distintas Carteras - 
particularmente del Ministerio del Interior, por lo que a esto se referirá luego el señor Subsecretario, doctor Borrelli- se iba 
negociando lo que luego habría de culminar bajo forma de Acuerdo entre Uruguay y Brasil sobre Permiso de Residencia, Estudio y 
Trabajo para los Nacionales Fronterizos Uruguayos y Brasileños, que es un documento que está a consideración del Parlamento. El 
proyecto de ley de ratificación fue enviado el día 3 de octubre y se encuentra a consideración de la Comisión de Asuntos 
Internacionales de la Cámara de Representantes. 


Quiero deslindar claramente lo que es el decreto de lo que es este Acuerdo. El decreto pretendió resolver un tema de hecho que se 
había planteado en el eje de frontera del Chuy. 


El acuerdo sobre permiso de residencia pretende poner fin a un problema seguramente más extendido y también más serio -o de 
mayor gravedad, a nuestro juicio- que es el catastro o inventario de los ciudadanos uruguayos que viven del lado brasileño, en la 
perspectiva de una eventual devolución al Uruguay. Este tema fue planteado de una manera muy activa en determinado momento 
del año pasado y luego lo fuimos controlando a través de esta negociación que concluyó, afortunadamente, con la admisión de un 
criterio de circulación libre en una franja de 20 kilómetros del eje de frontera; esto incluye a distintos lugares, y no sólo a esta zona 
del territorio nacional. Por lo tanto, se trata de una fórmula muy negociada, muy trabajada, que permite al Uruguay, en las 
localidades vinculadas -Chuy, Río Branco, Aceguá, Rivera, Artigas y Bella Unión- gozar de un sistema jurídico previsible, seguro y 
cierto, que no cree dificultades en la movilización de las personas. 


Menciono esto porque hay que contextualizar nuestra colocación internacional en lo que respecta a este tema. Por un lado, se 
buscó remover un obstáculo que impedía el cumplimiento del Acuerdo de 1933 y, por otro, avanzar con el gobierno del Brasil en la 
búsqueda de una solución que impidiera que gente indocumentada del Uruguay, que se encontraba trabajando del lado brasileño, 
pudiera ser devuelta a nuestro país. Cabe señalar que no todos son documentados; en muchos casos, se trata de gente que tiene 
pensiones o jubilaciones del lado uruguayo pero que, debido al costo de vida, se trasladó al lado brasileño, sin cumplir a veces con 
los requisitos formales propios de la radicación. El propio Parlamento se ocupó de ese tema. Por mi parte, estuve presente en la 
Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes, en oportunidad de considerarse este asunto entre otros, a 
fin de indicar cuál era el proceso que se estaba siguiendo a su respecto. 


Por mi parte, quiero establecer con toda propiedad que el número de personas que fue abarcada por este Convenio celebrado 
entre los Gobiernos del Uruguay y del Brasil es mucho mayor, sin duda. A su vez, el Acuerdo tiene gran profundidad en lo que 
refiere a cooperación policial y judicial, al reconocimiento de destrezas laborales en ambos lugares, e incluso a creación de mejores 
condiciones de reconocimiento de la respectiva escolaridad. Es decir, sin duda tiene alcances mucho más profundos y extensos 
que los que tiene el decreto, que tenía otro objetivo central, el que se cumplió tras un largo y difícil proceso de negociación, porque 
por un lado teníamos la parte internacional y, por otro, la departamental, y no siempre los criterios negociadores concurrían en la 
misma dirección. 


El 14 de junio se dicta el decreto y se produce la notificación de desalojo por la Comisaría del Chuy, bajo la dirección del Jefe 
Departamental de Policía de Rocha. El día 28 de junio tiene lugar el levantamiento pacífico y ordenado de las construcciones 
ubicadas sobre el cantero central de la Avenida Internacional del Chuy, y las fuerzas policiales consiguen, en aquel momento, que 
la desocupación se produzca de la manera indicada. 


Sin embargo, hay otras situaciones no resueltas y algunas personas permanecen con instalaciones ambulantes, vale decir, 
instalaciones que retiran y vuelven a colocar, volviéndose a producir nuevas notificaciones de la Comisaría del Chuy. En 
consecuencia, se instaló una guardia permanente -luego se referirá a este punto el doctor Borrelli- de aproximadamente dos 
semanas, dado que si bien había una resistencia pacífica de los vendedores para acatar la prohibición, no se retiraban 
voluntariamente. 


El 17 de julio de este año, se reunió el Intendente de Rocha con los vendedores ambulantes, a los que se les presentó la opción de 
alquilar dos estacionamientos ubicados en el centro del Chuy, para que pudieran instalar sus comercios. Esta oferta fue rechazada, 
y allí se generó una situación un tanto compleja, porque se reconoce que en el cantero central tienen mejores posibilidades de 
hacer comercio que en el centro del Chuy, dentro de la frontera uruguaya -es decir, dentro de la población uruguaya- pero al mismo 
tiempo ese lugar no habilita jurídicamente la instalación de puestos comerciales. 


El 22 de julio los vendedores presentaron ante la Justicia del Chuy una acción de amparo contra la prohibición de venta en el 
cantero central. El día 26 del mismo mes, la señora Jueza Letrada desestimó dicha acción, en base a fundamentos que se 


explicitan en la sentencia -según tengo entendido, el doctor Borrelli la ha traído consigo- la que es confirmada por el Tribunal 
competente. Los vendedores, en un número aproximado de cuarenta, se instalaron en las veredas de los comercios uruguayos, 
ubicadas en la Avenida Internacional, competencia del Gobierno Municipal. Por lo tanto, a partir de ese momento este tema deja de 
ser de carácter internacional para convertirse en una cuestión interna del propio Estado Uruguayo. Por esta misma razón, no me 
referiré al presunto acoso de la acción policial, porque no es una materia que me concierna directamente; además, me parece que 
podemos aprovechar la presencia del doctor Borrelli, para poder contar con su testimonio. 


Sin embargo, sí quisiera referirme a un punto que aparece en la versión taquigráfica, porque tiene una sensibilidad internacional 
muy marcada. Se trata, concretamente, de la indicación de que habría habido presencia de fuerzas policiales brasileñas en nuestro 
territorio. Por mi parte, tengo una información muy detallada de la actuación policial del día 1% de junio de 2000, que fue cuando se 
produjo esta acción policial, bajo las circunstancias y los detalles que quizá el propio Subsecretario del Interior podrá brindar en su 
momento. Pero, de todos modos, en lo personal, he advertido que hay quienes han expresado su legítima inquietud por este hecho 
y precisamente por eso he tratado de delimitarlo. 


Hace ya más de dos años hubo una presencia de autoridades brasileñas del lado brasileño y un límite para su acción muy 
claramente demarcado. Los efectivos policiales brasileños actuaron en el Brasil; es decir, en ningún momento lo hicieron en el 
Uruguay. Naturalmente, el eje de frontera es una línea imaginaria, que tiene una determinada delimitación física, que se puede 
verificar si uno conoce el lugar. En ese sentido, hicieron acto de presencia desde dicho eje hacia el Brasil, y llevaron a cabo 
manifestaciones claras de desocupación del lado brasileño, cosa que lograron. En forma previa, ambas policías habían mantenido 
contactos informales para coordinar la operativa. La señora Cónsul del Distrito dialogó con el Jefe del Comando de la Policía y 
confirmó que no había habido invasión del Brasil a territorio uruguayo, así como tampoco intervención de centros asistenciales del 
Chuy. Debo decir que en esa fecha ya era Ministro de Relaciones Exteriores, y en aquel momento no recibí ninguna referencia en 
cuanto a que hubiera habido invasión del territorio uruguayo por parte de autoridades policiales brasileñas en forma indebida, en 
una acción policial de esta naturaleza. 


En lo que a mí refiere, culmino señalando, a modo de síntesis, lo siguiente. Primero, el proceso que se ha cumplido en lo que hace 
a la desocupación de frontera, ha tenido sus antecedentes en una larga y por momentos compleja negociación. 


En segundo término, esa acción ordenada por el Poder Ejecutivo no nace con el decreto sino que se contextualiza en el marco del 
Tratado de 1933. 


En tercer lugar, la desocupación física del lugar es un tema que se ha cumplido a través de las autoridades competentes; en este 
caso, hablamos de la Jefatura de Policía de Rocha, previo instructivo de las autoridades nacionales. 


En cuarto término, hay que destacar, en este caso, la jurisdicción de la Intendencia Municipal de Rocha está concernida por cuanto 
los vendedores ambulantes, tras su retiro del eje central, se han instalado en una zona que ya pertenece al territorio uruguayo. Por 
lo tanto, esto escapa a lo que puede ser el control de jurisdicción nacional y no concierne a la Cancillería actuar ni tomar ninguna 
iniciativa con relación a un tema que es de manejo de población e instalaciones de comercio dentro de un departamento. 


Esto es, por el momento, cuanto quisiera poner en conocimiento de los señores Senadores integrantes de esta Comisión. 
SEÑOR GARAT.- Quisiera solicitar alguna aclaración al señor Ministro. 


Todo esto tiene su origen -como muy bien ha dicho el señor Canciller- en el Tratado o Acuerdo fronterizo del año 1933 que, en su 
artículo 11, dice que en el futuro no podrá levantarse ninguna construcción dentro de la faja de 44 metros de ancho a que se refiere 
el artículo 9%. En cualquier otro trecho de la frontera no se permitirá hacer nuevas construcciones o reconstrucciones a menos de 10 
metros de la línea divisoria. 


Según interpreto -y no soy jurista- este artículo 11 es muy amplio, ya que establece que no podrá levantarse ninguna construcción, 
O sea que las que ya estuvieran podrían quedar allí. También se dice que no se podrán hacer nuevas construcciones, pero siempre 
se refiere a "construcciones", en especial en la línea fronteriza. 


Entiendo que este artículo es muy laxo y, reitero, se refiere a "construcciones". Los que ya llevamos algunos años pasando por esa 
frontera, permanentemente, hemos visto que hay construcciones, por lo menos hasta el último período del que se está hablando y 
que, según parece, coincide con la entrada en vigencia de la autonomía del Chuí brasileño. 


Por su parte, el decreto del Poder Ejecutivo del 14 de junio establece en su Considerando que dicha instalación importa la 
transgresión de lo dispuesto en el artículo 11 -al que me referí- del Convenio para la fijación del estatuto jurídico de la frontera entre 
Uruguay y Brasil, suscrito en Montevideo el 30 de diciembre de 1933, que impide las construcciones a menos de 10 metros de la 
línea divisoria entre ambos países. Allí falta hacer mención a las nuevas construcciones, tal como establece dicho artículo, pero de 
todos modos habla de "construcciones", aunque no menciona nada portátil, que se pueda armar y desarmar, una canasta, un 
banquito, una mesita o un bolso. El artículo 1%, que contiene la parte ejecutiva, comienza diciendo: Remuévanse los puestos de 
venta instalados en el territorio uruguayo en la faja de 10 metros de ancho paralela a la línea divisoria entre la República Oriental 
del Uruguay y la República Federativa del Brasil en un plazo de 15 días a partir de la fecha del presente decreto. 


Esto dice la parte resolutiva que, a mi juicio, es ambigua, tal como después lo reconoce una Juez. Ella afirma que "puesto de venta" 
puede ser cualquier cosa como, por ejemplo una mesa, y no sólo construcciones. El hecho real es que en sus Considerandos el 
decreto hace referencia a "construcciones"; también es cierto que en la línea fronteriza todas ellas fueron desmanteladas y no 
existen más. 


Posteriormente aparece un decreto, una orden o una comunicación de la Comisaría del Chuy -si no me equivoco- diciendo que 
hasta se entendía por "puesto de venta" el ir con un bolso y vendiendo. 


Antes de pasar al otro capítulo deseo preguntar al señor Canciller si también interpreta que el hecho de ir vendiendo con un bolso 
supone un "puesto de venta", es decir, si está de acuerdo con eso. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- En primer lugar voy a hacer mención a la referencia que hizo el señor 
Senador Garat respecto del artículo 11 del Tratado. En ese sentido, debo aclarar que tiene razón cuando dice que se habla de 
"nuevas construcciones o reconstrucciones”; incluso, en la primera parte del artículo 1? se establece que en el futuro no podrá 
levantarse ninguna construcción dentro de la faja de 44 metros de ancho a que se refiere el artículo 9%, que es otra franja. Luego 
agrega que en cualquier otro trecho de la frontera -es decir la que no es objeto del artículo 9%- no se permitirá hacer nuevas 
construcciones o reconstrucciones a menos de 10 metros de la línea divisoria, y este es el tema que hoy tenemos planteado. 


Este Convenio quedó en vigor en 1935, es decir que ya tiene una marcada antiguedad, y aunque pudiéramos suponer que alguna 
construcción preexistente a esa fecha no hubiera sido abarcada por esta norma, está claro, y cuesta mucho imaginarlo, que hoy 
exista en ese lugar -por lo menos no es notorio; he estado en esa zona hace poco más de un mes y lo he podido comprobar- 
alguna que pueda datar de una fecha anterior a esa época. 


El otro punto que de alguna manera tocó el señor Senador Garat refiere a esta movilidad de mesas o instalaciones que se puedan 
retirar por la noche e instalarse en el día o viceversa. En lo que a mí respecta, no soy un técnico en materia constructiva; solamente 
voy a referirme a aquello que debe obrar en mi conocimiento común para manejar este tipo de temas, desde el ángulo específico 
de la Cancillería. Aquí está claro que el eje de frontera tiene que estar libre, no puede estar ocupado. El tema no radica en entrar en 
la calificación de una mesa o un pequeño quiosco desmontable. Con esto no pretendo, de ninguna manera, subestimar la 
importancia que ello tiene para quien desarrolla este trabajo o actividad. No está en mi propósito mezclar una visión ajustada a las 
obligaciones internacionales del Estado con otro tipo de visiones que pudieran dar una noción reduccionista y simplificadora del 
tema. Entiendo perfectamente el punto que está en juego pero debo decir con toda franqueza que la idea central de esta norma es 
que ese eje tiene que estar libre; no puede estar ocupado, sin importar qué tipo de ocupación sea. Es decir que en esos diez 
metros no es registrable como zona de utilización y no puede ser objeto de localización de ningún tipo de actividad por parte de 
ninguno de los dos linderos. 


Obviamente, es un tema central determinar si en una zona de limitación de línea de frontera se pueden instalar comercios, 
ambulantes o no, y tiene la lógica solución de conciliar cuál es el valor que estuvo en juego, cuál es el valor que ambos países le 
acreditaron a tener un eje central con una franja protegida. El valor que tiene es el de la claridad de su delimitación. Además, fue en 
épocas distintas, cuando las fronteras tenían una significación muy fuerte desde el punto de vista de la delimitación del territorio. 
Hoy en día existe el agregado de las actividades de las villas, pueblos o ciudades linderos, ya que antes su importancia era menor 
y no convocaban a los comerciantes a instalarse en el eje mismo sino en las respectivas poblaciones. 


Asumo que la referencia a "construcciones" tiene sentido, porque tendemos a relacionar ese término con instalaciones con cierto 
ánimo de permanencia. Sin embargo, quiero dejar el tema gramatical y volver al análisis conceptual. Esto me lleva a concluir que el 
objeto de la norma es que en esa franja interdicta no existan explotaciones de tipo comercial o de otra naturaleza, cualquiera sea 
su carácter. 


También debo decir -y concluyo en esta parte de mi exposición- que en todo momento hubo un marcado esfuerzo por proveer una 
solución a la colocación de estos vendedores, tanto de las autoridades nacionales como de las departamentales, y se encararon 
fórmulas posibles de reubicación. Evidentemente, es notorio que el tránsito de personas y de eventuales clientes es mayor en la 
línea de frontera que en el interior del pueblo, pero no puedo utilizar ese tema como política exterior en una línea de negociación 
con el Brasil para pedirle que la cláusula del artículo 11 sea interpretada de un modo lato o flexible que permita la instalación. 


Ese es el punto al que quería hacer referencia. 


SEÑOR GARAT.- Voy a continuar con mi razonamiento, pero dejando el Chuy y yendo a Rivera. En la línea fronteriza de Rivera se 
puede encontrar una persona que ofrece cambio, vende cigarrillos o que, en un quiosquito al lado del mojón, vende cualquier cosa. 
A nadie se le ocurre pensar que eso sea un puesto permanente; sólo es una persona que se está ganando la vida trabajando con 
un cambio o un comercio que está instalado a veinte metros. Es bien sabido que la frontera es una zona de comercio; nadie va al 
Chuy de turismo, por la belleza del lugar, sino a hacer compras baratas. Entonces, hay que estar en el centro, ya que, como sucede 
en todas partes del mundo, al lado de los grandes lugares que pasan los turistas están los vendedores ambulantes. Yo entiendo 
que eso debe perjudicar a los comerciantes importantes que tienen instaladas las tiendas al otro lado del Chuy y entre ellos está el 
Prefecto del Chuí, que es el gran abanderado de que haya competencia del lado uruguayo. De todas maneras, ese es un hecho 
circunstancial. 


Por otra parte, al lado del cantero fronterizo hay aparcamiento de autos. Yo no he medido el cantero, pero debe tener seis o siete 
metros, y del lado uruguayo hay aparcamiento de autos, que tienen 4,5 a 5 metros de largo. O sea que nada impide -estoy 
haciendo la pregunta- que un vendedor ambulante pueda instalarse con un bolso en la mano en el lugar donde termina el auto. Ni 
que hablar si existiera la buena voluntad de negociar la posibilidad de que se queden allí como puestos permanentes para que 
puedan trabajar, haciendo el aparcamiento de autos un poco más retirado. O sea que el límite irrestricto sería los diez metros, 
aunque discrepo un poco con esa interpretación ambigua porque pienso que con un poco de buena voluntad se podría haber 
permitido estar al vendedor ambulante, exceptuando el cantero central. No sé hasta cuándo hay derecho respecto a eso, aunque 
no me animo a entrar en análisis legales, pues está muy lejos de mi capacidad. Sé que no le corresponde al señor Canciller esa 
interpretación, pero sólo quería analizar este tema. 


Realmente, me rechina que a un vendedor ambulante, a una persona que anda circulando y no está cometiendo ningún acto ilícito, 
no se le deje andar dentro del territorio uruguayo; pero aun interpretando que esté vendiendo con un bolso o haciendo cambio 
fronterizo con un fajo de billetes en el bolsillo, si respeta los diez metros, no creo que nadie tenga derecho a decirle nada. Creo que 
es una cuestión de buena voluntad; al menos así lo interpreto yo. 


Simplemente quería tener este diálogo con el señor Canciller. 
SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Deseo hacer una brevísima aclaración. 


Está claro que lo que excede de la franja de los diez metros no reviste interés internacional y es un tema de cada jurisdicción. Es 
decir que el hecho de que alguien tenga una actividad comercial lícita -me refiero particularmente al lado uruguayo; cada Estado 


hará en su jurisdicción lo que crea del caso sin afectar los derechos del otro- como dije en mi exposición general, pertenece a la 
competencia de la Intendencia Municipal de Rocha. 


De todas maneras, quiero analizar brevemente por qué este problema se produce en Chuy - Chuí y no en la frontera Rivera - 
Santana do Livramento. Es cierto que en un lugar se da la situación que el señor Senador Garat identifica y que yo comparto -todos 
hemos estado alguna vez allí y hemos visto que los hechos son como los ha relatado- pero la diferencia consiste en lo siguiente. En 
la frontera Chuy - Chuí, a diferencia de lo que ha sucedido en Rivera, no ha funcionado el Comité de Frontera integrado por las 
autoridades municipales. Vale decir que en Rivera ha funcionado el Comité fronterizo, y los Intendentes de ambos Municipios no 
sólo han acordado la ubicación de los vendedores ambulantes nacionales de cada uno de los países, sino las características 
urbanas que deben tener los quioscos, puestos o instalaciones. De ese modo se buscó convertir esa frontera en una frontera 
activa, propia de dos ciudades integradas, con una fórmula que -seguramente, el señor Senador Garat conoce muy bien pues ha 
desarrollado su actividad con intensidad a lo largo y ancho de todo el territorio nacional- contempla el ordenamiento territorial, ya 
que el espacio físico es totalmente diverso con respecto a la frontera del Chuy, que es una frontera de esas que penetra en el 
pueblo -frontera abierta, de campo- que viene desde San Miguel; este tipo de frontera entra en el pueblo y lo atraviesa. 


En definitiva, lo que quiero significar es que, efectivamente, si ambos Intendentes escogieran un lugar físico adecuado de mutuo 
acuerdo para manejar este tema, seguramente hoy yo no estaría en esta Comisión porque no habría habido decreto de junio y la 
vida en la frontera tendría un transcurso mucho menos contencioso que el que desafortunadamente ha tenido en algunos 
momentos. 


Es cuanto quería señalar en este instante. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Antes que nada, quiero presentar las excusas del señor Ministro Stirling, pues ha 
pesar de que era su intención asistir personalmente no ha podido concurrir a esta Comisión. Por cierto, el señor Ministro Stirling 
estuvo desde el principio tratando de solucionar este problema. 


Haciendo un poco de historia -aunque el Canciller ya la ha establecido con claridad- en diciembre de 2001, como todos los señores 
Senadores saben, hubo un empuje de las autoridades brasileñas de expulsar a los uruguayos que se encontraban en el Chuí 
brasileño. Esto provocó una conmoción tan importante que llegó hasta el Ministerio del Interior del Uruguay y, por supuesto, 
también a la Cancillería. En ese momento, el señor Ministro de Justicia del Brasil no se encontraba en el país y, por lo tanto, 
hablamos personalmente con el Viceministro de Justicia, a los efectos de informarle de la situación, ver si se podía buscar una 
solución en el sentido de que esa medida no se concretara y conversar y tener un ámbito de diálogo con los Ministros de 
Relaciones Exteriores y con los representantes de los Ministerios de Justicia y del Interior, en el entendido de que el principal 
problema radicaba en los indocumentados, en lo que tiene que ver con la parte migratoria e identificatoria uruguaya. 


A partir de esa instancia, la situación se tranquilizó -por decirlo de alguna manera- y en febrero el Subsecretario de Relaciones 
Exteriores, Embajador Valles, me comunicó -y así lo intentamos- que habría una reunión con el Viceministro de Justicia del Brasil, 
para lograr un preacuerdo respecto a la convivencia -esa convivencia de hace tantos años- en la frontera y sobre una cantidad de 
situaciones que se dan de hecho, que queríamos reglamentar y ordenar. El señor Viceministro de Justicia del Brasil accedió, vino a 
nuestro país y mantuvimos una reunión de dos días en Montevideo. En esa ocasión firmamos un preacuerdo, que luego firmaron 
los Cancilleres cuando el Presidente Fernando Enrique Cardoso visitó nuestra capital. 


La preocupación en ese momento ya era importante, aunque no se habló específica y claramente de los vendedores que se 
encontraban en la frontera, porque sabíamos que estaba vigente aquella Convención del año 1933, pero se conversó 
informalmente. 


Más adelante se empiezan las negociaciones a través del señor Ministro y de quien habla con el Intendente lrineu Riet, que 
concurrió al Ministerio para analizar la forma en que esos vendedores ambulantes pudiesen ser ubicados en otro lado y, de ese 
modo, esa frontera quedara libre sin mayores traumas. También se habló con los Legisladores de Rocha e inclusive el señor 
Ministro conversó con el señor Senador Pereyra, que notoriamente está vinculado a ese departamento. 


Por otro lado, me encargué de dar a conocer ese preacuerdo que habíamos firmado con el Viceministro de Justicia del Brasil a 
todos los Legisladores e Intendentes de la frontera, a los efectos de que hicieran las observaciones que creyeran convenientes 
para que de esa manera saliera lo mejor posible; esperábamos su opinión, sobre todo, porque ellos residían en el lugar. Además, 
sabemos que es totalmente diferente la situación de Rivera a la del Chuy. En esa instancia el diálogo se enriqueció aún más y se 
aprobó este Convenio que está en esta Casa para ser considerado. No obstante, debemos señalar que no dieron resultado las 
tratativas extra legales para que los vendedores de allí pudieran salir del lugar amigablemente. Como consta en la versión 
taquigráfica, ellos también conversaron con el señor Ministro; pero el Poder Ejecutivo decidió dictar el decreto de junio por el que se 
establece que no pueden ubicarse puestos de venta en esa faja. 


En su caso, como se dice vulgarmente, al Ministerio del Interior "le tocó bailar con la más fea", pues tuvo que hacer uso de su 
capacidad específica para desalojar de allí a estos vendedores. Soy consciente de que se negoció muy bien por parte del señor 
Jefe de Rocha, sin ningún tipo de violencia; se habló también con la Jueza Letrada del Chuy para ponerla en conocimiento de este 
decreto en el intento de que no hubiera actos de violencia, ya que sabíamos que había cierta resistencia por parte de los 
vendedores que tenían sus construcciones y sus puestos de venta. 


Llegado el momento, se empezó a notificar a los vendedores para que salieran de la zona del cantero central, lo cual se logró sin 
mayores traumas. En esa instancia, no hubo necesidad de que interviniera la Justicia, ya sea porque los vendedores se 
desacataran o porque la Policía hubiese tenido actitudes violentas. 


Con el tiempo nuevamente los vendedores regresaron al cantero central con sus bolsos y mesitas, diría, precariamente. Ante esto, 
la Policía les notifica que tenían que cumplir con el decreto y no podían estar allí con sus mercaderías. En ese momento el 
Ministerio entendió que eran puestos de venta y que, repito, no podían estar allí, que no era necesario que hicieran construcciones 
y así se lo transmitió a la Jefatura de Rocha. Hubo algunas discrepancias con los vendedores y se le dio cuenta a la Jueza que no 
estaban dispuestos a dar cumplimiento a ese decreto. Se condujo a los vendedores a la Comisaría y se los puso en libertad, 
prácticamente, en forma inmediata; luego la señora Jueza los fue emplazando al Juzgado y hace pocos días surge el auto de 


procesamiento por el delito de desacato, del que los señores Senadores tienen una copia. Evidentemente, el desacato no se dio 
ante la autoridad judicial; ésta lo que hizo fue ir a notificarlos para que se cumpliera con el decreto. En realidad, lo que estas 
personas están desobedeciendo es el decreto del Poder Ejecutivo y no el de la Policía. Incluso, puedo decir que hasta ahí hubo un 
muy buen relacionamiento -si bien parece algo sin importancia, creo que hay que destacarlo- porque hubo gente procesada sin 
prisión. Inclusive la Policía de Rocha llevó su equipo de Policía Técnica al Chuy para hacer los prontuarios, a los efectos de que 
esas 11 personas no tuvieran que trasladarse a Rocha, lo que les ocasionaría gastos. 


Por lo tanto, todo siguió dentro de un contexto de proximidad, de acercamiento y de buen relacionamiento. Antes de esto, surgen 
dos acciones de amparo: una que fue desestimada en primera instancia, luego apelada y también desestimada por el Tribunal de 
Apelaciones, y otra que también fue desestimada en primera instancia, pero aún no hay sentencia del Tribunal de Apelaciones que, 
en este momento, está trabajando sobre el asunto. 


En cuanto al tema del cantero central, las explicaciones que puede dar el Ministerio del Interior son estas, aunque por supuesto 
estamos dispuestos a contestar las preguntas que se nos puedan hacer. 


Lógicamente, han surgido otros temas que se desprenden de la versión taquigráfica y sobre los cuales el señor Canciller ha hecho 
referencia y también el señor Senador Garat. Me refiero, al tema relacionado con la ocupación de las veredas uruguayas, frente a 
los "free shops". La Jefatura de Rocha nos informa que apoyó a funcionarios municipales de la Junta Local del Chuy, que es la que 
tiene la competencia para desalojar a la gente de las veredas. Debo informar que quienes habían hecho la denuncia ante la Junta 
eran los propietarios de los "free shops". Quiere decir que, en esa oportunidad, la Policía actuó como auxiliar de la Intendencia y no 
directamente. 


También se hizo referencia a una posible invasión de elementos brasileños hacia nuestro país el 1% de junio de 2000. Al respecto, la 
Jefatura de Rocha me informa que efectivamente el procedimiento existió del lado brasileño, de donde fueron desalojados 
vendedores ambulantes brasileños y uruguayos, y que la Policía estuvo del lado uruguayo evitando que se produjeran incidentes 
porque había una gran concentración de vendedores y familiares. Cabe agregar que en esos momentos estaba presente la señora 
Cónsul. A su vez, la Jefatura de Policía de Rocha me informa que en esa oportunidad no hubo invasión de la Policía Militar 
brasileña hacia el lado uruguayo. 


Entiendo que las sentencias que ustedes tienen son claras en cuanto a que la Policía no ha incurrido en ninguna ¡legitimidad y se 
ha actuado en base a un marco jurídico determinado en la primera y segunda sentencia de acción de amparo. En el auto de 
procesamiento se establece el desacato, pero vuelvo a repetir que el funcionario no provoca el desacato y lo que hace es notificar 
que no pueden estar allí. Previamente cuando se constata que hay alguien en el cantero central, se da cuenta al Juez -en este caso 
a la Jueza del Chuy- quien ordena que se notifique a la gente que tiene que salir de ese lugar y se la emplace a concurrir al 
Juzgado del Chuy. 


SEÑORA ARISMENDI.- No voy hacer ninguna pregunta, pero simplemente quisiera dejar sentada una constancia muy breve. Nos 
interiorizamos del problema por medio de nuestros ediles que se han interesado en el asunto y que, incluso, han estado hablando 
con el señor Ministro Stirling en momentos en que se consideraron estos temas. Simplemente queríamos que quedara en la versión 
taquigráfica una constancia para que quien esté un poco distraído y no entienda -como ser alguien que está mirando de afuera- 
comprenda qué es lo que estamos discutiendo. 


Desde mi punto de vista el problema de fondo empuja a todas estas cosas, pues parecería hasta absurdo que esté reunida la 
Comisión de Asuntos Laborales del Senado con la presencia del Canciller y del Subsecretario del Interior, con relación a una 
disputa que adquiere ribetes internacionales a propósito de temas que se podrían resolver a nivel local. Tenemos la convicción de 
que el problema de fondo radica en los intereses creados que existen -me hago responsable de lo que estoy diciendo- de uno y 
otro lado de la frontera. En un caso, estamos hablando del supermercado y, en el otro, de intereses que existen mezclados con los 
"free-shops". Desde nuestro punto de vista, la interpretación real del asunto aparece tanto como un problema de Derecho 
Internacional como de interpretaciones a nivel judicial del lado uruguayo. 


SEÑOR GARAT.- Este tema parece muy sencillo, pero es muy complejo y a vía de análisis quisiera manifestar lo siguiente. 


En primer lugar, le debo decir especialmente al señor Subsecretario que a mí lo que me preocupa de todo este incidente, es el 
derecho de un uruguayo de poder circular y de hacer lo que quiera legítimamente dentro de su país. Si la autoridad general del país 
no es capaz de proteger al ciudadano uruguayo que circula legítimamente dentro de la frontera, para mí ha fracasado todo el 
principio de autoridad. El eslogan muy lindo que utiliza el Ministerio del Interior de que la Policía es amiga del ciudadano, aquí no se 
ha cumplido, señor Subsecretario. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador? 
SEÑOR GARAT.- No le permito. Puede hablar, luego de que exprese mi pensamiento. 
Las explicaciones que da el señor Subsecretario a mí no me satisfacen, aunque puede ser que a otro Legislador sí. 


Quisiera aclarar algunas cosas que se han dicho acá para ver cómo se actúa ante distintos intereses. Se ha hablado de los 
indocumentados y de la gran preocupación que existe en estos momentos. En la frontera, si hacemos un balance de 
indocumentados que trabajan ilegítimamente, veremos que hay más brasileños del lado uruguayo que uruguayos del lado 
brasileño. El señor Subsecretario habrá ido alguna vez a Treinta y Tres, departamento de gran producción -al que concurro 
frecuentemente- y habrá comprobado que la mitad de los trabajadores y transportistas son brasileños indocumentados e ilegales. A 
ellos nadie los controla, frena o toma alguna medida al respecto. Incluso, los uruguayos consideramos que eso de poner vetos para 
entrar y salir de fronteras en América, no es oportuno. 


Parecería, entonces, que lo que mueve a todo el Poder Ejecutivo es documentar bien la presencia de ciudadanos de un lado y de 
otro, lo que ha llevado a que los Tratados se cumplan con eficacia. A su vez, ha llevado a la interpretación de un proyecto del Poder 
Ejecutivo -que no aclara mucho más allá de lo que decía el artículo 11 del Acuerdo Fronterizo del año 1933- en el entendido de que 
a una persona con un canasto o bolso la consideran como si tuviera un puesto de venta permanente. Esto, desde mi punto de vista, 


es un absurdo tan grande que no merece ningún análisis. Lo menos que merece un ciudadano que circula legítimamente por el 
país es que la Policía lo detenga, por más que lo haga con buenos modos, y lo que menos corresponde, según mi pensamiento, es 
que la Policía lo pase a Juez. 


Sin ir más lejos, recordemos que estamos en una Comisión de Asuntos Laborales donde nos preocupa la gente que está 
desocupada, que no tiene posibilidades de trabajo. No olvidemos que esa gente hace años que está trabajando en ese lugar y tiene 
su método y forma de vida. De la noche a la mañana, porque el Prefecto del Chuí no se entiende con el Intendente o porque el 
"free shop" no le gusta, a este ciudadano que, repito, ha estado toda la vida ahí se le comunica que no puede estar en el cantero 
central; entonces sale, pero le informan, además, que en otro lado tampoco puede estar y, para colmo, lo llevan preso. Nadie le da 
una solución a ese individuo que vive de eso y que no realiza ninguna actividad ilegítima. Entonces, desde mi punto de vista -y se 
me podrán dar todas las explicaciones que quieran- eso se denomina persecución y confundir el rol de lo que tiene que ser el 
cumplimiento de la misión del Ministerio del Interior que le está encomendado por este decreto. Entiendo que es exacerbar la 
función que tenía que cumplir. 


Existe una orden policial -no sale del Ministerio, aunque supongo que estaba en conocimiento ya que está aprobada por esta 
Cartera- de la Seccional 5* del Chuy en la que se notifica a los, vendedores establecidos en el cantero central existente entre la 
localidad del Chuy-Uruguay y Chui-Brasil, que de acuerdo con lo establecido y ya notificado en el decreto de fecha de 14 de junio 
del 2002 -la medida que impide el establecimiento de puestos en dicho lugar- precisamente, no sólo se refiere a la existencia de 
puestos con algún tipo de edificación, que han sido desmantelado, sino que también comprende cualquier tipo de puestos de venta, 
llegándose a considerar como tales la mera presencia de una persona vendiendo con un bolso, en una faja que comprende diez 
metros de la línea fronteriza del lugar. Sin embargo, no se han respetado ni esos diez metros porque ellos se instalaron fuera del 
cantero -donde, como dije antes, tienen el estacionamiento de autos- y de allí, los llevaron detenidos. 


Esto quiere decir que la Seccional del lugar emite un comunicado interpretativo de un decreto -cosa que es la primera vez que veo, 
es decir, que un Comisario interprete un decreto porque, de lo contrario, tendría que contar con el aval del Ministerio del Interior- y 
de ahí en adelante comienza el acoso y la persecución de estos vendedores ambulantes, muchos de los cuales están inscriptos en 
la Dirección General Impositiva. Por lo tanto, fueron reconocidos, lo que no quiere decir que no estén debiendo, porque la situación 
que hoy vivimos es espantosa pero, originalmente, repito, el Estado uruguayo los reconoció como comerciantes y, ahora, se les 
trata como delincuentes. Si esto no es acoso y desprecio por la condición humana, realmente no entiendo qué es lo que está 
pasando. 


Si hubiéramos visto a la Policía o a los Ministerios actuando de mediadores o de gestores y decir que en tal lugar se podían 
instalar, no estaríamos haciendo estos razonamientos. Estoy seguro de que si el Intendente y la Junta Departamental hubieran 
entendido eso y no se hubieran puesto en contra, tal como ha dicho la señora Senadora Arismendi, esto no hubiera tenido lugar. 
Considero que todas las autoridades locales están contestes -a menos que existan intereses muy grandes- en que esta gente 
pueda seguir trabajando. Esto, en realidad, es lo que le preocupa a esta Comisión, es decir, que puedan seguir trabajando en el 
lugar donde hace años que lo hacen e, incluso, viven con sus familias. ¿No es posible elaborar una solución con vistas a cumplir 
con el decreto y de que la gente pueda seguir trabajando? ¿No existe nadie en este país que pueda gestar una solución o tiene que 
ser, como tantas veces ha sucedido, que sea la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social que llame a las partes? Lo que 
no se puede es arreglar este asunto mandando presa a la gente porque en el día de mañana tienen que salir a vender ya que, de lo 
contrario, no pueden vivir ni comer. ¿Dónde van a ir? ¿A la entrada del Chuy, donde no venden ni un ticholo? No; de ninguna 
manera. Deben concurrir al lugar donde siempre han estado trabajando y donde se les ha permitido vivir hasta ahora. 


Si esta gente respeta, sale del cantero central y se ubica donde no molesta, la ortodoxia absoluta que ha surgido ahora respecto a 
la frontera -que nadie respeta, sólo allí y en este momento- debemos coincidir en que no molesta a nadie, y menos si se instala con 
un bolso. No le podemos dar categoría de cumplimiento a una resolución dada por un Comisario, quien interpreta un decreto y, en 
consecuencia, lleva presa a la gente, por lo que constituye desacato y abre prontuario. En mi opinión, este ha sido un 
procedimiento muy desgraciado y lo peor es que no se lo quiere reconocer como tal. Digo esto porque todos estaban enterados de 
lo que estaba pasando y no buscaron solución para un tema que, en mi opinión, si así se desea, es de fácil resolución. 


Reitero, señor Presidente, que la intervención del Ministerio del Interior ha sido muy desgraciada en este episodio, y ya ni me 
refiero a las autoridades policiales de Rocha. Si yo fuera Ministro del Interior y un Comisario me saca una comunicación de una 
orden interpretativa de un decreto sin que yo se lo autorice, desde ya les digo que al otro día está destituido. Parto de la base de 
que esa orden del Comisario es orden del Ministerio. Está ahí, firmada. 


Creo, insisto, que la actitud del Ministerio del Interior ha sido muy desgraciada, y lo que yo desearía, señor Presidente -si es que 
podemos llegar a una conclusión- es que el Ministerio del Interior, con sus autoridades locales, busque rápidamente una solución a 
este tema, de modo que permita a la gente trabajar sin que se la siga acosando, a fin de que podamos poner punto final aquí y hoy 
a este problema. 


Nos preocupa lo que la gente está pasando. En esta Comisión nos preocupamos por la situación de los ciudadanos uruguayos, que 
están padeciendo tanto en este momento. Son 40, 50, 90, según me han dicho; sumando a los familiares, son unas 300 personas 
las que viven de eso. Esa es la característica de la frontera. La gente se va a vivir allí porque es más barato y además para hacer 
una changa, vender algo y pasar algo de un lado para otro. Eso es la frontera y no la vamos a cambiar de golpe. Sin embargo, sí 
podemos proteger a las personas que están dentro de la frontera uruguaya actuando legítimamente, para que puedan continuar 
con su vida normal, respetando los decretos. Precisamente, este es un tema de reciente actualidad, porque desde 1933 hasta 2000 
pasaron 67 años sin que prácticamente nunca se cumpliera con este tecnicismo que ahora, lógicamente y con todo derecho, se 
quiere hacer cumplir. 


En definitiva, aspiro a que la actuación que considero totalmente desgraciada del Ministerio del Interior en este sentido, se pueda 
cambiar y mañana tenga que decir que lo que hoy dije fue un juicio apresurado. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: el señor Senador Garat ha hecho una serie de afirmaciones que queremos 
rechazar enfáticamente. Algunas de ellas me preocupan y otras me alarman, pero además no sólo hay consideraciones injustas por 
su parte respecto a la actuación de las autoridades públicas en este tema, sino también ciertas inexactitudes que considero graves. 


En primer lugar, el señor Senador Garat ha dicho que el Ministerio del Interior ha afectado la libertad de circulación de los 
ciudadanos. Aquí no se trata de un tema de libertad de circulación; aquí no está demostrado que haya un problema de libre 
circulación de los ciudadanos, de los nacionales en nuestro país. Es un problema de instalación de comercios permanentes o no - 
en este caso, ambulantes- en una zona regida por Acuerdos y Tratados internacionales que prohíben expresamente esa actividad. 
Es decir que no estamos frente a un problema de circulación, sino frente a una actividad que es ilegítima, que viola claramente un 
Tratado internacional, un Acuerdo internacional con el Estado. Que se aplique de una manera o de otra en un lugar y otro de la 
frontera -es el caso del Chuy y de Rivera- como bien lo ha dicho el señor Ministro de Relaciones Exteriores tiene que ver con el 
problema de que los Comités de Frontera no han funcionado de la misma forma en Rivera y Santana do Livramento -que permiten 
y habilitan que haya una fluidez en la circulación y en la actividad que desarrollan los ciudadanos de ambos países- que en el 
departamento de Rocha y en el Chuí brasileño. 


En consecuencia, lo primero que quiero rechazar es que se diga o se afirme que se ha afectado la libertad de circulación. No; aquí 
lo que hay es concretamente una acción dirigida a controlar y a prevenir una actividad que está violando normas internacionales. 


En segundo lugar, quiero decir que el trabajo y todos los derechos que los ciudadanos de la República tenemos de acuerdo con la 
Constitución y las leyes, tienen límites. Yo no puedo trabajar donde quiero o porque siempre trabajé en determinado lugar. Ese es 
un profundo error. Todos los derechos y todas las libertades, salvo el derecho a la vida, tienen límites y restricciones que se 
imponen por la Constitución, por la ley o por los reglamentos. Podrá discutirse la oportunidad o conveniencia de esos límites, pero 
esos límites existen, y no podemos, desde el Senado de la República, y menos desde una Comisión, afirmar alegremente que acá 
no hay límites para las actividades y para los derechos. Todos los derechos -incluido el derecho al trabajo- tienen límites y hay que 
cumplirlos y respetarlos. 


En tercer término, señor Presidente, quiero destacar que en este tema ha intervenido la Justicia, no sólo el Juez Letrado -en este 
caso, la Jueza Letrada del Chuy- sino también el Tribunal de Apelaciones en segunda instancia. 


Es un tema, entonces, en el cual la actividad del Ministerio del Interior, del Poder Ejecutivo y de la Cancillería ha sido analizada y 
controlada por la Justicia competente, por el Poder Judicial, que es en nuestro país el que tiene a su cargo el ejercicio de la función 
jurisdiccional y que en las sentencias ha dicho claramente que el decreto no es ilegítimo, que acá no hay ninguna ilegitimidad 
manifiesta. Creo que si la Justicia ha intervenido y lo ha hecho correctamente de acuerdo a Derecho, tenemos que respetar ese 
ámbito de actividad jurisdiccional en nuestro país, que está a cargo de un Poder independiente. 


En cuarto lugar, quiero hacer referencia al tema de la orden del Comisario. Decía el señor Senador Garat que si fuera por él lo 
habría destituido. Me hace acordar a un Coronel de la época de la dictadura, que era Director General de Secretaría y frente a un 
hecho que sucedió en el Ministerio del Interior puso al costado del expediente: "Sumario y destitución". 


Sinceramente, quiero destacar que en ningún caso la Justicia procesó ni emplazó a ningún ciudadano ni persona por la orden del 
Comisario, sino que según surge de las sentencias que tenemos en nuestro poder, las actuaciones de la Justicia se hicieron en 
base al decreto del Poder Ejecutivo. Quiero destacar eso, precisamente, porque es importante y porque de las palabras que ha 
dicho el señor Senador Garat se desprende que fue por una decisión del Comisario que se procesó a los ciudadanos del Chuy. 
Esto quiero rechazarlo; no se actuó de esa manera en base a una orden del Comisario, sino en virtud del decreto del Poder 
Ejecutivo. 


Admito que sobre estos temas pueda tenerse una visión distinta; en política estamos para eso y es posible sostener posiciones 
políticas diferentes. Sin embargo, en lo que no podemos tener visiones políticas distintas es en cuanto al orden jurídico. 
Precisamente, en cuanto al orden jurídico se puede decir que, claramente, no ha sido violado. Que existen problemas sociales, es 
verdad; los hay y los comprendo, los entiendo y creo que todos debemos buscar fórmulas para solucionarlos; pero considero, como 
ha manifestado claramente el señor Ministro de Relaciones Exteriores, que aquí en buena medida quien tiene que hacer esfuerzos 
para solucionar el tema es el señor Intendente Municipal de Rocha, porque es en la competencia del Gobierno Departamental de 
Rocha que está el problema. Es en ese ámbito que hay que resolver el asunto. 


Asimismo, me parece que eventualmente lo que debería hacer la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, si es que así 
lo entiende conveniente, es en su momento invitar al Intendente Municipal de Rocha, señor Irineu Riet Correa, para conversar 
sobre este punto y ver en qué medida podemos ayudar para que se instale el Comité de Frontera y para que estos temas que hoy 
están siendo objeto de análisis por parte de esta Comisión, se puedan solucionar. 


Es todo cuanto quería manifestar, señor Presidente. 


SEÑOR GARAT.- La costumbre de la Comisión es no discutir entre sus miembros cuando se invita a alguna autoridad o a algún 
compareciente. Sin embargo, como se ha hecho referencia a mi persona, quiero decir que me preocupa muy poco lo que pueda 
Opinar en este caso el señor Senador que me ha aludido. 


Yo no he hablado sobre la sentencia judicial, aunque sí me he referido a la actitud del Ministerio del Interior, que creo no ha 
cumplido con lo que afirma quiere cumplir. Nada más que eso he dicho. Además, me he referido a hechos concretos, e incluso le 
formulé una pregunta al señor Subsecretario que no ha contestado. Aclaro que no le estoy pidiendo que la conteste, pero sí he 
dicho que el único documento que aquí se maneja es una orden del Comisario, y en lo personal no estoy enterado de que exista 
una orden del Ministerio, una autorización o un encomendamento del Ministerio a un Comisario. Concretamente, lo que hay es una 
orden del Comisario de la 5* Sección del Chuy. Eso es lo que hay, y a raíz de eso se desatan todos los procedimientos policiales. 
Reitero: es eso lo que hay; otra cosa no hay. 


Ya sé que en la sentencia la Jueza interpreta -y eso lo estuvimos analizando con el señor Ministro de Relaciones Exteriores- que 
cuando se dice "Remuévanse los puestos de venta", se está haciendo referencia a un ambulante, a un simple bolso, como dice el 
Comisario de la 5? Sección. Admito que eso es una interpretación, aunque creo que no está de acuerdo con lo que quiso decir el 
decreto en su Considerando, que es bien claro cuando hace referencia al artículo 11 y habla de las construcciones. 


El término "construcciones", por más que se quiera interpretar en forma muy amplia, deriva de "construir", que se entiende como 
algo que se levanta, que se establece con carácter más o menos permanente; pero un bolso no es una construcción, y si así fuera, 


debo pensar que estoy totalmente fuera de lo que es la interpretación de la lengua castellana. 


No obstante, lo que he dicho al final es que creo que el Ministerio del Interior tiene que obrar para proteger a los ciudadanos, para 
que se cumpla con el decreto que se ha dictado y para que la gente pueda seguir trabajando. Eso es lo que interpreto en cuanto a 
la acción del Ministerio del Interior como amigo y colaborador del ciudadano. Puede ser que mi interpretación sea equivocada y que 
alguien afirme que existe una interpretación mejor. Sin duda puede interpretarse que debe cumplirse la ley y quien no lo haga que 
vaya preso. Una cosa es el caso del ciudadano que actúa legítimamente, dentro de fronteras uruguayas y que no está incurriendo 
en contrabando; ahora bien: si efectivamente está realizando contrabando, pues que se lo acuse por ese delito. 


Alguien me ha dicho -porque en estos temas circulan todo tipo de rumores- que entre las personas que se encuentran en la frontera 
ambulante hay quien trafica con drogas. Si es así, que se formalice una acusación en ese sentido; pero si el individuo está inscripto 
en la Dirección General Impositiva, no hay nada de que acusarlo, tiene una vida limpia, no posee prontuario por nada, está 
trabajando con un bolso vendiendo lo que puede y de todos modos lo llevan preso, me parece que estamos ante un hecho muy 
grave vinculado al respeto a los ciudadanos. Me pregunto cómo se siente ese ciudadano y qué indefensión sufre con respecto a lo 
que deben ser su país y sus derechos. No sólo ocurre que el individuo está en una situación de dificultad extrema en la vida, sino 
que además, cuando trata de hacer lo poco que puede, es perseguido porque no interpreta un decreto textualmente o porque 
molesta a algún comerciante de la zona. 


Todo esto es muy grave, y reconozco que al respecto se pueden hacer todas las interpretaciones jurídicas y legales que se quieran. 
Un antiguo conocido político decía que en el Derecho siempre existen dos bibliotecas; pero, evidentemente, no pueden haber dos 
bibliotecas para que la gente sienta que en su país está amparado. Para mí en eso no puede haber dos bibliotecas. 


Esto es lo que quería decir por ahora, señor Presidente. 


SEÑOR BORRELLI.- Lo que le preocupa al señor Senador Garat es si existió una orden del Ministerio del Interior a los efectos de 
desalojar los puestos que se encontraban en la frontera, en el cantero central. Es evidente que así fue; es decir, existió una orden 
por parte del señor Ministro a quien corresponde, que es el señor Jefe de Policía de Rocha, para que tomara las medidas 
necesarias para desalojar a las personas que se encontraban en la línea divisoria. Así se hizo. Si el señor Jefe de Policía de Rocha 
dio órdenes al Comisario y éste tomó determinada resolución -la que en lo personal desconozco, porque la que mencionó el señor 
Senador Garat yo no la tengo- resulta evidente que sólo por esa circunstancia los infractores no pueden ser procesados. 


Quien interpreta el decreto, su conocimiento y, por lo tanto, tipifica el delito de desacato, es la señora Jueza del Chuy. La Policía no 
puede procesar a nadie y no ha dado una orden arbitraria con la que pudiera causar un perjuicio. No se trata de que se lleve a cabo 
alguna detención, porque si ello ocurre, en caso de que el Juez entienda que debe poner a esa persona en libertad, 
inmediatamente puede hacerlo. Además, quiero hacer saber a los señores Senadores que no existe en ese Juzgado ninguna 
denuncia contra funcionario policial alguno por abuso de funciones, como sería el caso de si esos policías hubieran obrado así. 


Entonces, el Ministerio del Interior ha demostrado, a través de miles de hechos, que puede llevar adelante el propósito del señor 
Ministro de acercar continuamente la policía a la sociedad. Precisamente, esto se ha puesto de manifiesto en los hechos que 
estamos analizando a través de diversas negociaciones y recibiendo a los vendedores en su propio despacho para tratar de 
disuadirlos de su actitud y que cumplan con el decreto. Luego de que se sucedieron todas estas etapas, se da la orden al señor 
Jefe de Policía de Rocha para que ponga en movimiento los mecanismos de desalojo. Destaco que para hacer efectivos estos 
desalojos nunca se utilizaron más de un Comisario y dos policías. En ese momento se habló con las personas y es claro que no se 
produjo ningún incidente. 


El señor Senador Garat tiene todo el derecho, como Legislador, de pensar que esto no es un acercamiento a la sociedad, pero el 
Ministerio del Interior entiende que obró de acuerdo con este principio en el cumplimiento de sus estrictas funciones. No obstante, 
tenemos claro que en ningún caso abusó de su autoridad y tampoco acosó a nadie en esta situación. 


SEÑOR GARAT.- Lo que he dicho -y reitero- es que una comunicación de la Seccional 5* del Chuy pone en claro una interpretación 
del decreto que, evidentemente, desencadena todo el problema, ya que en una parte de dicho comunicado se afirma que el decreto 
no solamente se refiere a la existencia de puestos con algún tipo de edificación, que han sido desmantelados -o sea que reconoce 
que así lo han hecho- sino que también comprende a cualquier tipo de puesto de venta, llegándose a considerar como tal la mera 
presencia de una persona vendiendo con un bolso en una faja que comprende diez metros de la línea fronteriza del Uruguay. Esta 
es la interpretación del Comisario, y el señor Subsecretario acaba de decir que no hay ninguna orden escrita con respecto a esto, 
es decir que no sabe si el señor Ministro simplemente se lo comunicó al Comisario. Entonces, el único documento que existe es 
una comunicación del Comisario, firmada por él, en la que interpreta que una persona con un bolso está violando los acuerdos 
internacionales. Este es el punto central de la discrepancia. 


Incluso, cuando le pregunté sobre esto al señor Canciller, contestó que efectivamente se podría interpretar que un bolso es un 
puesto de venta. Como el decreto no lo establece claramente, se trata de una interpretación, que si la hubiera hecho el Ministerio 
del Interior sería aceptable porque está dentro de sus funciones -aunque si lo hubiera interpretado de esta forma hoy tendría que 
decir que está equivocado- pero lo más grave de este tema es que, por los documentos que existen, dicha interpretación la realizó 
el Comisario del Chuy. Posteriormente, la Jueza realiza los procesamientos haciendo referencia a que pueden considerarse como 
puestos de venta, incluso a los vendedores ambulantes. Pero luego ocurrió que a pesar de que los ambulantes se instalaron a diez 
metros, también ellos fueron desalojados, cuando he explicado que a esa distancia existe un estacionamiento de autos de 
aproximadamente cinco metros, más toda la vereda central. Aún así los siguen desalojando y convocando a la Comisaría. 


En cuanto a que no ha habido malos tratos, ha sido manifestado por los propios vendedores ambulantes, pero no dejarlos trabajar, 
convocándolos permanentemente y pasándolos a Juez, es un acoso y un cercenamiento de su libertad. Por supuesto, esta es mi 
interpretación y respeto que los juristas presentes, que saben más que yo del tema, tengan una consideración diferente. Por mi 
parte, entiendo que no se ha tenido suficiente respeto por esos ciudadanos uruguayos y que habría que buscar otros caminos que 
serían más fáciles de recorrer si existiera una actitud de protección, de ayuda y de amistad con la población. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- El decreto del mes de junio hace referencia a los puestos de venta, y por esa razón 
creo que la Juez interpretó que podría incluirse un bolso o una mesita. Lo mismo hizo el Tribunal de Apelaciones en su sentencia de 


segunda instancia. No obstante, le aseguro al señor Senador Garat que el Ministerio del Interior va a poner toda la atención en este 
caso y si es necesario mediará o negociará. Y lo va a hacer, porque ésa también es una función de la Cartera, cual es la de 
mantener el orden público, y éste se mantiene no solamente con represión. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Creo importante aclarar algunos puntos que me parecen importantes. En primer lugar, debo decir que 
el Decreto N* 218/02, de 14 de junio de 2002, dice en su artículo 1%: "Remuévanse los puestos de venta instalados en territorio 
uruguayo en la faja de diez metros de ancho paralela a la línea divisoria entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Federativa del Brasil, en un plazo de 15 días a partir de la fecha del presente decreto." Por su parte, el Tribunal de Apelaciones en 
lo Civil de Segundo Turno, en su sentencia N* 192, de 11 de setiembre de 2002, expresa en los Considerandos lo siguiente: "En tal 
sentido, es dable relevar que la expresión 'puestos de venta' puede entenderse derechamente como incluyendo a aquellos que 
carecen de construcciones o instalaciones fijas o desmontables de especie alguna, limitándose al vendedor o vendedores con su 
bolso o bolsos de mercaderías que ocupa un espacio al efecto en la franja de diez metros adyacente a la línea divisoria fronteriza." 
Por lo tanto, el alcance dado al Decreto N* 218/02 no aparece como evidentemente exorbitante o contrario a Derecho. 


Creo que esto es sumamente relevante porque es la opinión de un Tribunal de Apelaciones integrado por muy destacados juristas 
como son la doctora Mariela Sassón, el doctor Tabaré Sosa Aguirre y el doctor Jorge Chediak González. Se trata de tres Ministros 
que me merecen el mayor de los respetos como juristas y no tengo duda de que la interpretación que ha hecho el Poder Judicial 
independiente es totalmente de acuerdo a Derecho y contraría totalmente lo que se ha dicho en Sala en cuanto a que la misma 
estaría equivocada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo solicitarle al señor Senador Correa Freitas que asuma temporalmente la Presidencia ya que deseo 
hacer uso de la palabra. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Con mucho gusto. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ruben Correa Freitas) 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría que pudiéramos razonar en voz alta sobre este tema porque, más allá de la pasión que se ha 
puesto, creo que se trata de un asunto delicado. En principio, no voy a adjudicar mala fe a nadie ya que creo que todos están 
tratando de encontrar una solución. Digo esto porque la autoridad uruguaya -y entre nosotros se encuentran dos de sus 
representantes- ha actuado con flexibilidad en otros puestos de frontera, como en Rivera, pero no ha sucedido lo mismo en el Chuy. 


Quiero hacerme esta composición de lugar. Hay problemas en un sector fronterizo, las autoridades competentes muestran 
inquietud y cuando los temas caen en manos de las máximas autoridades -y en eso creo que el Ministro de Relaciones Exteriores 
fue detallista y se lo agradezco- éstas tratan de evitar un problema con el Brasil. Supongo que ellos deben pensar lo mismo con 
respecto a esto. Independientemente de que hay intereses creados de uno y otro lado de la frontera, hay que resolver esta 
situación. 


Aunque tuviéramos, certificado por escribano, que se trata de dificultades con los supermercados del otro lado de la frontera, no 
deberíamos tener problemas con el Brasil porque, repito, más allá de los intereses creados, no queremos tener problemas con ese 
país. Entonces, el inicio del razonamiento es sensato, pero después surgen algunos problemas. Bueno fuera que hoy nos viéramos 
enfrentados a un problema porque el señor Ministro nos dijera que comprobó que hay intereses creados en el Brasil y que no está 
dispuesto a tolerarlo. Quizás el decreto no es del todo claro aunque, en mi opinión, no es lo suficientemente concordante con el 
Acuerdo del año 1935, producto de un Acuerdo del año 1933, que habla de construcciones. Seguramente, en ese tiempo, el tema 
de vendedores ambulantes no existía, como así tampoco el de los supermercados, ni el de los "free shops". Por lo tanto, nos 
estamos basando en un aspecto legal de algo que en la actualidad es bien distinto. 


Lo cierto es que ahora se dicta este decreto y se lo aplica. No quisiera polemizar con los señores Senadores Correa Freitas, Garat 
u otros; no insistiría con la resolución del Tribunal de Apelaciones porque, si fuera así, el Gobierno tendría que empezar a hacer lo 
mismo, con igual firmeza, en todos los otros puestos fronterizos. Creo que en los otros puestos fronterizos se ha actuado con 
sabiduría por parte de todos y aclaro que no todos están presentes. 


Me parece que si nosotros decimos que bajo ningún concepto todo puesto de venta puede estar a menos de 10 metros de frontera 
-y ya no hablo de bolsos- ya sea en Rivera o en otros lugares, se nos cae la estantería. Lo sabio es señalar que tenemos un 
acuerdo del año 1933, su aprobación en el 1935 y que tenemos problemas con el Brasil por lo que sucede en el Chuy. Entonces, se 
hace este decreto que, en mi opinión, quizás no sea todo lo feliz que se desearía. Pero en aquellos lugares donde las partes llegan 
a acuerdos sabios, actuemos, porque ahí no tenemos problemas. Este decreto no fue a partir de Rivera, sino del Chuy. Entonces, si 
se actúa con sabiduría en todos los otros lados y en el Chuy hay problemas, se empiezan a generar una serie de resoluciones y 
actuaciones de la Policía y de la Justicia que si la fuéramos a aplicar para el resto de las otras fronteras, en lugar de tener sólo un 
problema tendríamos seis o siete. No sé cuántos son los puestos fronterizos, pero creo que son seis. 


Pienso que si hay una razón de Estado de arreglar el tema con el Brasil -digo esto porque podemos tener problemas con ese país 
de índole comercial, pero no por esto- creo que es pertinente que una Comisión del Parlamento uruguayo se ocupe -porque 
entiende que hay razones para ello- de si el Estado, que está tratando de arreglar esa situación, en esa actuación no vulneró o 
erosionó derechos de determinados individuos, porque a veces, en el ejercicio del poder, esto puede ocurrir. La sensación que 
tengo, por más que el Subsecretario Borrelli me pueda contradecir, es que quizás acá haya que hacer más esfuerzos junto con la 
Intendencia -porque, seguramente, los intereses no están sólo del lado brasileño, sino también del lado uruguayo- para encontrar 
un lugar relativamente cercano a la frontera que permita que la gente -ya no con construcciones- pueda, por lo menos 
provisoriamente y bajo estas circunstancias por las que está pasando el país, desarrollar esta tarea que al día de hoy le permite 
sobrevivir. Repito que será bajo estas circunstancias; después podremos discutir qué es lo que es bueno para la frontera, lo relativo 
a la informalidad -más allá de que aquí hay una cierta formalidad porque están afiliados a la Dirección General Impositiva- y demás, 
en una situación de largo alcance. Entonces, bajo estas circunstancias, repito, debemos resolver qué hacemos con esta gente, ya 
que si las razones de Estado no estuvieran, no estaríamos actuando. Tanto es así que en Rivera, en Bella Unión y en Artigas - 
aunque en estos dos últimos hay problemas de puente- como no hay razones de Estado no estamos actuando. 


El señor Senador Garat trajo este tema a Sala haciendo hincapié en invitar a quienes lo habían solicitado -me refiero a los 
comerciantes de esta zona- y pienso que habría que encontrar un mecanismo para solucionar esta situación. Quizás haya que citar 
al señor Intendente o tal vez el Subsecretario Borrelli haga el esfuerzo de ir a hablar con él para plantearle cuál es el espíritu de la 
Comisión -y si no me equivoco de todo el Parlamento- en cuanto a que compartimos las razones de Estado en el sentido de no 
tener un problema con el Brasil, pero pensamos que esas mismas razones deben perjudicar lo menos posible a aquellas personas 
que son tan uruguayas como las de Rivera, que esas sí no se vieron afectadas. Quizás el Intendente de Rocha llame al 
Subsecretario Borrelli y le plantee que si hoy el Chuy fuera Rivera, nadie se quejaría. Entonces, como en el Chuy hay intereses de 
uno y otro lado, vamos a encontrar una solución para que esto no "suba" en el interés político, agregando así un problema adicional 
a todos los que tenemos, que son muchos. 


No dejemos -y aquí quiebro una lanza por el Jefe de Policía de Rocha o el Comisario del Chuy- que estos temas los resuelvan las 
autoridades de la Jefatura o de la Policía, que obviamente no pueden tener todo en su cabeza, más allá de que aspiraría a que se 
actuara con la mayor tolerancia posible. No le puedo pedir al Comisario del Chuy o al Jefe de Policía de Rocha que le encuentren 
una solución a aquello que no podemos hacer nosotros, las mujeres y los hombres de Estado; sería injusto. 


Aspiraría a que el Poder Ejecutivo tomara cartas en el asunto, primero porque el Poder Legislativo va a actuar con mayor lentitud, y 
segundo porque le vamos a poner una cuota política y lo que va a pasar es que no se arregle nada, independientemente que 
después los ciudadanos lo evaluarán en 2004, 


Me parece que el Canciller no se tiene que involucrar en este tema, pero puede nombrar a alguna otra persona del Ministerio para 
que en ningún momento se afecte y la pelota vuelva otra vez a su área, porque eso sería lo peor, ya que podríamos no ver la señal 
de que existe un problema con el Brasil. Quizás tampoco podría ocuparse el Ministro del Interior. Sin embargo, el Subsecretario 
debería hacer el esfuerzo de ver cómo arreglar este tema. Tal vez algún señor Senador de esta Comisión pueda ayudar, aunque 
haya que trasladarse en algún momento al Chuy para hablar con las diferentes partes y con el Intendente, naturalmente, teniendo 
en cuenta que la primera incógnita a despejar es no tener problemas con el Brasil en este tema. Pienso que tenemos que hacer el 
mayor esfuerzo posible al respecto. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini) 


SEÑOR GARAT.- Quería decir que las últimas palabras del señor Subsecretario, prácticamente me hacen borrar todo lo dicho 
anteriormente. Desearía que las hubiera pronunciado al principio. El señor Subsecretario ha manifestado que va a hacer todo lo 
posible por tratar de solucionar este tema y yo ahora le digo que me siento sumamente satisfecho de escuchar esas palabras de su 
parte. 


A mi juicio, el tema se arregla muy fácilmente. Habría que determinar una franja donde puedan entrar estos comerciantes 
ambulantes, eliminando de allí el estacionamiento de vehículos, midiendo los diez metros desde la frontera; si se quiere, trazar una 
línea roja para que no se excedan dichos límites. Esto no llevaría más de una cuadra, es decir, sesenta o setenta metros. Estoy 
seguro de que si se hacen las gestiones, el Intendente estará de acuerdo y, si es posible, iremos a hablar con él. 


Hay una resolución de la Junta Local del Chuy del 18 de setiembre de este año que dice que por resolución del señor Intendente 
Municipal, previo acuerdo con todos los vendedores, a quienes habían optado por permanecer en el cantero central, se les intima, 
bajo apercibimiento de usar la fuerza si fuera necesario, a dejar las veredas donde actualmente se instalan, ya que violan toda 
ordenanza municipal en cuanto a permisos e instalaciones de los mismos. Quiere decir que si dejan la vereda y el cantero central y 
les dan la zona del estacionamiento, tanto el Intendente como los señores Senadores estarán de acuerdo en que va a ser fácil 
poder encontrar una solución. 


Reitero que me agradó escuchar la expresión del señor Subsecretario y creo que por esa vía podremos ponerle punto final al 
problema. 


Antes de terminar, y para que en la versión taquigráfica no se genere ninguna confusión, quiero aclarar que nunca cuestioné la 
decisión de los jueces ni del Tribunal de Apelaciones, ya que ella surge de la interpretación del decreto. Sin embargo, me parece 
que se pueden encontrar métodos más constructivos para solucionar el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Retomo el planteo constructivo del señor Presidente, que comparto y no 
tengo reparos en decirlo. Lo comparto porque creo que allí hay un fenómeno social de base, real, sobre el que hay que actuar con 
inteligencia e imaginación para tratar de encontrar soluciones. Además, señalo que esa ha sido la línea con la que manejamos este 
tema, desde el punto de vista de la política exterior. 


El acuerdo que celebramos con el Brasil, firmado en ocasión de la visita del Presidente Cardoso el 21 de agosto próximo pasado, 
remitido al Parlamento el 3 de octubre, con el respectivo Mensaje para su consideración y que ingresó a la Comisión de Asuntos 
Internacionales de la Cámara de Representantes el 9 de octubre, tiene como temas centrales la residencia, el estudio y el trabajo 
en la zona de frontera. Allí se establece con absoluta claridad la necesidad de dar solución específica al trabajo en frontera, la que 
en su delimitación responde a un criterio de soberanía, mientras que el trabajo y la circulación de las personas lo hace a criterios de 
integración. Esta última, a veces, se produce por los hechos y otras, por el Derecho. En este caso, hay una integración, en los 
hechos, que el Derecho, de alguna manera, debe reconocer. Por lo tanto, diría que, a partir de este Acuerdo -ltamaratí aún no lo ha 
enviado al Congreso por razones que se nos han explicado y que, en definitiva, pensamos que responden exclusivamente a 
circunstancias internas del Brasil, en orden a su cambio de Gobierno, pero de ninguna manera a una modificación de la voluntad 
consensuada que se ha tenido al celebrar el Acuerdo- podremos actuar sobre la zona de frontera, pero sobre toda, tal como señaló 
el señor Presidente, y no solamente en la franja donde hoy existe el problema, porque no sabemos si mañana no se dará uno 
similar en Rivera, Artigas, Aceguá o Bella Unión. 


Termino diciendo que este Acuerdo revela que el decreto, que en el Considerando 2) expresa -no me mimetizo en el conjunto de las 
autoridades participantes ni oculto que en su redacción algo tuvimos que ver- que es necesario regularizar esta situación a efectos 
de viabilizar la ejecución de los acuerdos vinculados a la circulación en frontera. Es evidente que mi capacidad negociadora en este 
Acuerdo -la del Estado uruguayo- celebrado el 21 de agosto, tenía un elemento previo que era necesario resolver en forma 
ajustada a Derecho para dar al Brasil la clara seguridad de que no lo estábamos celebrando en forma simbólica, sino concreta. 


Por lo tanto, desde el punto de vista de la política exterior, me permito señalar que entiendo muy bien al señor Presidente y creo 
que tiene razón cuando expresa que no le parece razonable que el Canciller se envuelva en una negociación que hace al manejo 
de los pobladores uruguayos en zona de frontera respecto de la autoridad uruguaya; distinto sería si fuera respecto de la autoridad 
brasileña. Comparto también ese criterio. 


Además, pienso que una vez ratificado este Acuerdo, si lo hacemos con rapidez, tendremos un instrumento muy útil para el manejo 
de estas situaciones, con un marco jurídico que nos podrá llevar a invitar al Brasil a participar en propuestas como la que sugería el 
señor Senador Garat. Modifiquemos nuestro ordenamiento territorial de frontera, porque intereses existen en ambas partes. 


Con todo respeto señalo a la señora Senadora Arismendi -ella sabe que la respeto en el cabal sentido de la palabra- que he 
manejado este tema en la Cancillería con una visión de Estado. Nadie me vino a ver para decirme que aquí hay tal o cual interés. 
Existe un problema internacional planteado por el señor Embajador del Brasil, que tiene determinadas características; pero nunca 
tuvimos sobre la mesa un planteo concreto. Digo esto por si acaso, ya que creo que es bueno precisarlo en cualquier situación. 
Debemos tener presente que este Acuerdo nace con muchas expectativas, incluso -y particularmente- entre la población del Chuy, 
pues a través de él se permite trabajar libremente veinte kilómetros adentro del territorio, pensionarse y jubilarse en el Uruguay 
trabajando en el Brasil, y viceversa, así como también la existencia de una escuela binacional, en ambos idiomas. En fin, se trata 
de toda una serie de elementos que hacen que me permita llamar la atención de los señores Senadores en lo que respecta a la 
importancia de este Acuerdo, aunque éste todavía no se halle a consideración del Senado. 


SEÑORA ARISMENDI.- Por mi parte, quisiera señalar dos cosas. La primera de ellas es una aclaración. Personalmente, parto de la 
base de que, efectivamente, las cosas son tal como las señala el señor Ministro, en lo que refiere a que no recibió ningún tipo de 
presión porque, si no, hubiéramos planteado este tema de otra manera. Simplemente, desde nuestro punto de vista, constatamos 
que hay una realidad que está generando todas estas dificultades, y esa realidad -por lo menos, desde mi punto de vista- no está 
exclusivamente vinculada a problemas de interpretación de acuerdos, convenios internacionales o resoluciones judiciales, sino que 
tiene una base concreta, que son los problemas acaecidos en esa localidad. Naturalmente, tal como lo ha dicho el señor Canciller, 
mañana podremos vivir esa misma situación en otro lado, concepto que comparto. Por consiguiente, me parece que debemos ser 
capaces de ver esta cuestión en su globalidad y con la importancia que tiene; no es una tarea a depositar en el Jefe de Policía o en 
el Comisario, y no lo digo por desmerecer sus actividades sino porque, evidentemente, no se trata de algo que les corresponda a 
ellos. 


Por otro lado, me gustaría -sin ingresar en un debate- expresar una inquietud que tengo. Pienso que sería muy bueno que la 
Comisión hiciera llegar todas estas preocupaciones y reflexiones a la Intendencia Municipal de Rocha. ¿Por qué digo esto? Porque 
más allá de los buenos oficios que pueda llevar a cabo el señor Subsecretario del Interior -cosa que apreciamos- no me parece que 
corresponda a dicho Ministerio sugerir a la citada Intendencia qué hacer o qué no hacer. En todo caso, sin perjuicio de las 
opiniones que podamos tener sobre el papel que debe jugar la Intendencia, pienso que estamos hablando de una tarea que le 
corresponde a nuestra Comisión. 


Entonces, así como en su oportunidad convocamos al Poder Ejecutivo, sugiero que ahora hagamos llegar a la Intendencia 
Municipal de Rocha las versiones taquigráficas de todo lo expresado, tanto en esta reunión como en las anteriores. A propósito de 
esto, creo que quedó por allí, medio perdido, lo que señaló el señor Subsecretario del Interior en cuanto a que, en el caso de las 
veredas de los "shopping", lo que la Policía hizo fue apoyar el trabajo solicitado por la referida Intendencia; en ese caso, parecería 
que la indicación de liberar esas veredas -obviamente, con el apoyo de la fuerza pública- ha procedido de la propia Comuna. 


Personalmente, no compartiría que esta Comisión solicitara al Ministerio del Interior que interviniera frente a esta o cualquier otra 
Intendencia. Por consiguiente, si nuestros invitados están de acuerdo, propongo que esta Comisión haga llegar las versiones 
taquigráficas correspondientes, sin perjuicio del hecho de aceptar con mucho gusto todas las intermediaciones que se puedan dar. 
Lo que no debemos hacer es encomendar a otros la tarea que nosotros mismos debemos llevar a cabo. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero decir que estoy de acuerdo con la propuesta que acaba de formular la señora Senadora 
Arismendi, por lo que le doy mi apoyo. Simplemente, me gustaría complementarla -siempre que la señora Senadora esté de 
acuerdo- solicitando que la versión taquigráfica en cuestión sea también remitida a la Junta Departamental de Rocha y a la Junta 
Local del Chuy, porque esos son los órganos competentes en esta materia. Obviamente, esto le compete al Gobierno 
Departamental de Rocha, que se integra con el Intendente, la Junta Departamental y la Junta Local Autónoma. 


SEÑOR GARAT.- Comparto lo que aquí se ha dicho, pero creo que, de cualquier manera, el Ministerio del Interior puede llevar a 
cabo una tarea de ayuda como, por ejemplo, la de no detener a esta gente -si cumple estando a diez metros fuera del lugar- 
mientras realizamos estas gestiones. Podría haber una orden, o lo que se estimara conveniente, impartida por el Ministerio del 
Interior a las autoridades locales de la Policía, estableciéndose que, por un tiempo, se deje tranquilas a estas personas, dado el 
interés existente en solucionar el tema. No me parece que esto sea pedir demasiado y pienso que esa sería la ayuda que se podría 
dar. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido disculpas, pero no tengo el honor de compartir la propuesta formulada por el señor Senador 
Garat, más allá del hecho de que sí comparto su espíritu pues, evidentemente, lo que plantea el señor Senador es con el fin de 
tratar de encontrar una solución a este tema. 


Sin embargo, quiero destacar que quien pide la colaboración de la Policía es la Intendencia Municipal de Rocha o, mejor dicho, la 
Junta Local del Chuy. Entonces, creo que tendríamos que pedir concretamente al Intendente Municipal, al Gobierno Departamental 
y a la Junta Local de Rocha que no requieran la intervención de la Policía en estos asuntos. De acuerdo con lo que establece la 
Constitución de la República, si la Policía es requerida por la autoridad, debe acceder, y lo que hace en esos casos es, 
simplemente, proceder a la detención y a la puesta a disposición de la Justicia. Destaco este punto porque es bien claro que desde 
esta Comisión del Senado de la República no podemos decirle al Ministerio del Interior que viole la Constitución y la ley. Si la 
Intendencia Municipal de Rocha y la Junta Local del Chuy solicitan al Ministerio del Interior y a la Policía su intervención, éstos 
deben cumplir. Entonces, si con buena voluntad estamos tratando de hallar una mediación con relación a este tema, a quien 
tenemos que pedir que no haga ese tipo de solicitudes o de pedidos, es al Gobierno Departamental de Rocha, es decir, al 
Intendente Municipal y a la Junta Local. 


SEÑOR GARAT.- Parece ser que hoy es un día en que no tenemos ninguna sintonía con el señor Senador Correa Freitas, y digo 
esto porque generalmente la tenemos. 


Por mi parte, considero que este tema es mucho más complejo de lo que parece y esto es algo que sabe bien el señor 
Subsecretario. No se trata aquí sólo de la Intendencia que ha intervenido, pues han habido muchas intervenciones. 


Entonces, lo que digo es que si se logra pacificar un poco la cuestión durante unos días, de modo que tengamos un tiempo, la 
situación puede arreglarse. Fue a esto a lo que me referí en mi anterior intervención. No hice ningún pedido concreto al señor 
Subsecretario; solamente dije claramente -lo que él debe tener bien claro- que no estaba de acuerdo con lo planteado por él al 
principio de su exposición. Después, cuando señaló que el Ministerio iba a hacer todos los esfuerzos para tratar de solucionar 
pacíficamente este tema, dije que me rectificaba y que compartía ese planteo. En aras de eso es que pedí al señor Subsecretario - 
por supuesto con el control debido que tiene sobre las autoridades locales- que considerara la posibilidad de ir llegando, en el 
ámbito local, a una solución de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante todo debemos aclarar que, por supuesto, no vamos a pedir a ningún Ministro que viole la 
Constitución, ni nada por el estilo. 


Por otro lado, vamos a enviar todas las versiones taquigráficas al señor Intendente, a la Junta Local y a la Junta Departamental de 
Rocha, y vamos a invitar a este ámbito al señor Intendente, lo antes posible. 


Asimismo, solicitamos al señor Subsecretario que, de haber un nuevo conflicto, él personalmente supervise -no digo que esté en el 
lugar de los hechos- todos los procedimientos, si hubiera que hacerlos. Incluso, en el caso que dispusiera desaconsejar alguno de 
ellos, también le pediría que nos diera tiempo -una semana o quince días- para que nosotros pudiéramos buscar un canal que 
permita que todas las aguas vuelvan a su cauce. 


Agradecemos la presencia del señor Canciller Opertti, del señor Subsecretario Borrelli y de los asesores correspondientes. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 20 minutos.) 
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